Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asuntos que figura en tercer lugar del orden del día: "Situación de los ciudadanos 
uruguayos radicados en el Reino de España. Recibir al señor Ministro de Relaciones Exteriores, doctor Didier Opertti, en relación a 
este tema." 


Como fue en nuestro carácter de Presidente de la Comisión que planteamos esta convocatoria, explicaremos brevemente nuestra 
opinión y luego cederemos la palabra al señor Ministro y a sus asesores. 


Es de público conocimiento que el Reino de España ha sido el destino de una parte muy importante de la emigración de uruguayos 
en los últimos diez años, y fundamentalmente en el último quinquenio, cuando se intensificó de manera importante dicho fenómeno. 
Esto es así porque se trata de una nación cuyo desarrollo económico y demanda de empleo ofrecían una oportunidad de trabajo a 
quienes en el Uruguay no encontraban solución a sus necesidades laborales; en todo caso, ofrecían una mejor oportunidad de 
trabajo que la que tenían aquí, dada la situación de crisis que vivía el país. 


Ahora bien, como es por todos conocido, en el Reino de España se ha modificado la legislación referente a la inmigración mediante 
la llamada Ley de Extranjería, que bajo el último gobierno ha sufrido dos modificaciones sucesivas, que endurecen aún más las 
condiciones exigidas a los inmigrantes para ingresar a España, regularizar su situación, acceder al mercado de trabajo y vivir bajo 
normas de seguridad que les garanticen su presencia en ese país. A esta realidad no escapan los uruguayos. 


Tuve oportunidad de viajar a España en el mes de febrero y mantuve reuniones en Madrid con tres o cuatro organizaciones de 
uruguayos. Estuve, asimismo, en Santiago de Compostela, donde me reuní con gente radicada en Galicia, que se había trasladado 
250 kilómetros para ese encuentro y que estaba extremadamente preocupada por la realidad que vivían. Según la descripción que 
nos hacían algunos jóvenes que habían emigrado al país hacía un par de años, el hecho de tener la condición de ¡legales los 
somete a una situación muy cruda por parte de quienes los emplean: desde horarios que no tienen fin, hasta salarios que muchas 
veces representan la cuarta parte de los que pagan, según las normas laborales existentes en el lugar, a los inmigrantes. 


Esto genera una situación de inquietud constante ante el temor de ser deportados, es decir, expulsados del país. 


Como he residido en Barcelona durante nueve años, tengo infinidad de relaciones en esa ciudad y naturalmente conocí a muchos 
uruguayos tanto en mi anterior viaje como en este último. Por eso aprecié que hasta los servicios básicos que prestan las Alcaldías 
a las personas que viven allí sin exigirles ninguna condición más que registrarse hacen que los uruguayos y otros inmigrantes no se 
presenten a registrarse para utilizar esos servicios públicos porque temen que los pongan en conocimiento a los servicios de 
seguridad de su presencia en ese medio y, por lo tanto, ser pasibles de expulsión. 


Esta situación me viene preocupando mucho. Como los señores Senadores y el señor Ministro saben, tengo una relación muy 
estrecha con España; incluso, parte de mi familia vive allí y también está muy preocupada por este tema, no porque se vea 
afectada, sino porque es recibidora de los problemas. 


Recuerdo el trabajo intenso realizado por parte de los Cónsules en defensa de los intereses de los uruguayos. 


Las relaciones en materia de inmigración entre Uruguay y el Reino de España están normadas por dos Tratados. Uno fue 
celebrado en 1870, que es el que tiene carácter más general y categórico en cuanto a dar, a los ciudadanos de uno y otro país, 
igualdad de derechos respecto a la residencia, protección social e igualdad en el comercio y la industria, es decir, en el plano 
laboral. Este Tratado de alguna manera fue consolidado por otro celebrado en 1992, en cuyo artículo 18 -si no recuerdo- se 
establece específicamente que el tratamiento será igualitario para los uruguayos y para los españoles en uno y otro territorio. De 
acuerdo a las informaciones que obran en nuestro poder, estos Tratados han servido de fundamento a los reclamos hechos por 
uruguayos en el Reino de España que han sido acogidos por Tribunales Supremos Regionales de determinadas comunidades 
autónomas. Me aclara el señor Ministro que, además, uno lo fue por el Tribunal Supremo. Esto constituye una fuente de legitimidad, 
y de acuerdo a lo que tengo entendido en la normativa jurídica española, de consolidarse tres sentencias consecutivas del Tribunal 
Supremo, la jurisprudencia se convierte en norma aplicable de carácter general a todos. 


El tema no es de poca dimensión. He conversado con la Cónsul en Madrid y en Barcelona, con el Embajador, los Secretarios, los 
Consejeros y demás acerca de la dimensión de la migración. 


Tenemos opiniones diferentes; por mi parte, tengo la idea de que debe haber más de 45.000 uruguayos residentes en España. 
Entonces, atento a que una parte importante de esa gente -seguramente un 50%- está en una situación de precariedad desde el 
punto de vista legal, para nosotros es de primer interés señalar que desearíamos que el Ministerio de Relaciones Exteriores asuma, 
como centro de su política en relación a este tema, la validez de los Tratados que se han suscrito -tanto en 1870 como en 1992- y 
su aplicación a los ciudadanos uruguayos. En este punto quiero hacer un paréntesis para agregar que hay ciudadanos de otras 
naciones latinoamericanas que tienen un tratamiento preferencial o distinto en la actualidad, que son los ecuatorianos y los 
chilenos, que se rigen por normativas que les permiten ingresar al mercado de trabajo y obtener la residencia, etcétera, lo que, por 
su parte, no consiguen fácilmente los ciudadanos uruguayos. 


Nuestro criterio es que hay que afirmarse en el cumplimiento de estos dos Tratados, buscar que el nuevo Gobierno español acceda 
a reconocerlos como vigentes y atender, en la medida de lo posible -aunque sé que a nadie se le niega atención en las sedes 
diplomáticas de nuestro país- la situación, tratando de que esto que estamos diciendo hoy tome estado público para que se sepa 
en el Reino de España que aquí nos preocupamos por el tema. 


Dado que hemos tomado conocimiento de que alguna negociación se estaba llevando adelante por parte del Ministerio, teníamos 
interés en que el señor Ministro expusiera ante la Comisión de Asuntos Internacionales cuáles son los términos de la misma. 


Estas fueron las razones por las que solicitamos la convocatoria del señor Ministro de Relaciones Exteriores a esta Comisión y, si 
ningún señor Senador desea manifestarse sobre el tema, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO.- Estoy de acuerdo con el señor Presidente en que este es un tema de significación sobre el cual la Cancillería 
ha puesto un foco de atención permanente y que diría, afortunadamente, al presente muestra algunas características en cuanto al 
proceso de diálogo entre el Gobierno del Reino de España y el uruguayo, que es oportuno traer a conocimiento de esta Comisión. 


El 27 de enero de este año el Ministerio de Relaciones Exteriores, a solicitud de esta Comisión, remitió a su Presidente -que 
entonces era el señor Senador Carlos Julio Pereyra- un informe -agrego por mi parte que el tema me había sido planteado en una 
sesión en la que no era el tema principal, pero en la que se lo trató tangencialmente y por ello se brindó dicho informe también al 
señor Senador Garat que fue quien lo planteó en esa oportunidad- en el que la Cancillería detalla con cuidado las gestiones 
desarrolladas en el tema a partir del 2002. Luego de ello se produjeron varios hechos que considero importante detallar antes de 
entrar a consideraciones de otra naturaleza, pero lo haré en la forma lo más concisa posible. 


El 7 de febrero de este año se produjo la visita del señor Presidente, doctor Jorge Batlle, a España. En esa oportunidad tuve 
ocasión de acompañarlo como Canciller y mantuvimos una serie de audiencias en los niveles más altos hasta niveles operativos. El 
señor Presidente habló de estos temas con el entonces Jefe de Gobierno, el señor José María Aznar, y yo lo hice con doña Ana 
Palacios. Por su parte, nuestros servicios o asistencia consular tomó debida cuenta del resultado y del andamiento de estas 
gestiones. 


La primera cosa que debo consignar es que España mostró -y hago esta referencia histórica porque me parece procedente- una 
clara disposición a tomar en cuenta la situación de los uruguayos en ese país, por entender que se trataba de un grupo humano 
integrado a la sociedad española, básicamente por gente de trabajo, en muchos casos de trabajos calificados, con familia a su 
cargo y con asistencia escolar al sistema educativo español. Vale decir que es un núcleo de población que no generaba cuestiones 
de exclusión o de separación del resto del tejido social español. Esta consideración, diría, es contextual pero muy importante a los 
efectos del tratamiento de este tema. En esa oportunidad, con doña Ana Palacios acordamos llevar, en una forma discreta -no 
oculta- negociaciones dirigidas a encontrar una solución que permitiera regularizar la situación de los uruguayos indocumentados, 
particularmente en algunos aspectos centrales como es el trabajo y la residencia. En ese sentido hicimos un trabajo preparatorio 
que era, a nuestro juicio, necesario e indispensable para el relevamiento de la situación. Para ello contamos con el auxilio -en lo 
que a la parte uruguaya refiere- del doctor Carlos Bastón, quien el 19 de febrero -o sea menos de dos semanas después- se 
constituyó en Madrid para mantener reuniones de trabajo que requerían, en primer lugar, tomar debida cuenta de las distintas 
situaciones planteadas, y para ello elaboramos un formulario. Si la Comisión lo autoriza, le pediría luego al doctor Bastón que 
abunde un poco sobre alguno de estos datos; yo prefiero centrarme en algunos rasgos más generales. Entonces, este formulario 
es a los efectos de tener un relevamiento de esta situación y una idea del quántum, de la localización y del grado de inserción de 
cada uno de los uruguayos en España. Esta tarea no es fácil ni sencilla porque, naturalmente, mucha gente resiste la suscripción 
de cualquier tipo de documento ante el temor o riesgo de que ello pudiera ser utilizado como un elemento indicativo de su situación 
irregular. Nosotros para dar una solución garantista en este tema expresamos que el formulario no requería la condición de ser 
nominado, es decir, no había que poner el nombre ni la firma. Por lo tanto, se trataba de un documento básica y esencialmente 
informativo para tener un panorama de esta situación. 


En ocasión de la visita del señor Presidente, con su participación y la nuestra propia, mantuvimos también sendas reuniones con 
grupos uruguayos numéricamente importantes y en muchos casos con personas de niveles incluso representativos de lo que 
constituye la delegación uruguaya en España, tanto en Madrid como en Barcelona y en Santiago de Compostela. En esos tres 
lugares mantuvimos reuniones con las distintas asociaciones de uruguayos y creo que sólo alguna fue un tanto refractaria a este 
tipo de encuentro. Lo cierto es que de esta manera tuvimos una visión muy universal de la situación. En aquel momento, en 
ocasión de nuestro viaje, un elemento muy sensible era el problema de las licencias de conductor, tema este que habíamos ido 
negociando también desde la Cancillería y que habíamos concluido felizmente con un acuerdo. Sin embargo había que 
implementarlo y para ello eran necesarios los registros originales de las licencias de conducir en todo el país. En muchos casos el 
cotejo de la licencia -posesión del interesado- y el registro original del otorgamiento de dicha licencia requería la consulta de los 
originales de cada departamento y estos solían no coincidir con la última libreta que el titular tenía en su poder. Eran problemas de 
orden práctico, burocrático, operativo, pero que de alguna manera preocupaban a mucha gente. En ese momento tuvimos ocasión 
de ser nosotros mismos los portadores de la documentación original de las distintas Intendencias -copia fiel, naturalmente, de esos 
registros- con lo cual pudimos allanar en una muy importante medida las dificultades que estas personas tenían al no poseer 
licencia de conductor, instrumento habilitante para la obtención de trabajos en España en una gran medida. 


Planteada así la situación, establecido el procedimiento y creadas las bases para este relevamiento de uruguayos en España, 
seguimos trabajando. Se produce el cambio de gobierno y el 14 de mayo realizo desde Ginebra una visita bilateral oficial a Madrid - 
donde yo estaba cumpliendo mis tareas en la Comisión de Naciones Unidas- y me reúno con el Canciller Miguel Ángel Moratinos. 
Naturalmente, hago referencia a nuestras anteriores reuniones de trabajo a nivel del Presidente de la República, de la Cancillería y 
de los asesores y mantengo una reunión en la cual encuentro la ratificación de una muy clara disposición a encontrar una solución 
para regularizar a los uruguayos indocumentados. En esa reunión le entrego este documento referido al relevamiento de uruguayos 
irregulares en España, a los efectos de darle un cuadro de situación desde la perspectiva del trabajo efectuado por nuestros 
servicios consulares, particularmente por la señora cónsul en Madrid, doña Marta Echarte, que trabajó acuciosamente en este 
asunto. Entonces comenzamos a discurrir sobre cuáles serían las posibles bases de un acuerdo. En esa circunstancia participan en 
la reunión de trabajo -que fue extensa- un grupo de integrantes del nuevo gobierno, particularmente del área migratoria, que luego 
incluso se une a nosotros también en ocasión de la cena que me ofreciera el Canciller Moratinos. En esos encuentros se habla por 
parte de España -naturalmente que con una muy buena reacción nuestra- de la posibilidad de celebrar un acuerdo que permita 
resolver la situación de los uruguayos irregulares en España. 


En virtud de ello, la Cancillería preparó una serie de bases que toman como eje central el arraigo laboral, concepto éste que fuera 
expuesto dentro de las líneas de política del nuevo Gobierno, particularmente, por la Secretaria de Estado e Inmigración, doña 
Consuelo Rumi y que, justamente, fuera motivo de un artículo en página editorial en el diario "El País" de Madrid, del sábado 15 de 
mayo, coincidiendo, precisamente, con la fecha de mi regreso a Ginebra. Este concepto de arraigo laboral tiene una característica 
interesante, en virtud de que coincide con el compromiso público asumido por el Presidente del Gobierno de España, Rodríguez 
Zapatero, quien habló de la necesidad de perfeccionar los actuales instrumentos legales, a los que hizo alusión el señor Senador 


Gargano en su intervención. Una ley del año 2000, que ha sufrido modificaciones recientes -las últimas que fueron introducidas son 
del Gobierno anterior, del mes de noviembre- tiene como base demostrar que estas leyes han sido insuficientes para resolver el 
problema y para satisfacer el tema de las demandas de trabajo de mano de obra extranjera, tema éste visto desde la óptica de 
España. En este sentido, el doctor Bastón luego va a hacer alusión a los números que España presenta en materia de emigración, 
incluso, comparándola con otros países de Europa, a los efectos de mostrar la incidencia que este tema tiene. 


De manera que en este artículo -que naturalmente pongo a disposición de la Comisión- hay una referencia interesante a una 
sentencia del Supremo Tribunal, que anula un acuerdo del anterior Gobierno -del Presidente Aznar- que convertía al contingente 
anual en la única vía para lograr el permiso de trabajo, dejando fuera a los inmigrantes irregulares que viven en España y que 
tienen una oferta firme de trabajo en otros sectores. Este es un asunto de típico carácter migratorio que ha llevado al Gobierno 
español a anunciar públicamente que se propone modificar la Ley de Extranjería y enviar una nueva fórmula, habida cuenta de que 
no se ha podido resolver esta cuestión. Aclaro que no somos nosotros el factor influyente; sin duda, lo es la emigración del Magreb. 
Quien mira televisión en España o televisión española y ve algunos programas que tratan estos temas, observa el grado de 
atención que le están poniendo a esta emigración. Por un lado, está la emigración del Magreb y, por otro, una emigración muy 
fuerte proveniente de algunos países de Europa Central, particularmente, de la llamada en su época "Europa del Este" que no han 
logrado un engarce y ofrecen características un tanto peculiares. Pero no quiero entrar a analizar aspectos del tema que son desde 
el punto de vista sociológico y político muy relevantes e interesantes. La inclusión del mundo del Este en el mundo occidental no es 
solamente un problema de ampliación de la Unión Europea, sino que es algo bastante más profundo. 


A partir de ese encuentro con el Canciller Moratinos quedamos en seguir trabajando. Ya le habíamos entregado un relevamiento y, 
en ese momento, le estábamos entregando un conocimiento del tema y una solicitud, lo cual hizo que, en ocasión de la reunión de 
Guadalajara, nos encontráramos nuevamente -hace muy pocos días- y volviéramos a hablar sobre el asunto. Y, actualmente, todo 
ese cúmulo documentario está en poder de las autoridades españolas. 


Uruguay le ha ido proveyendo sucesivamente los datos; al nivel de la relación con los uruguayos, ha completado la suscripción de 
los formularios que voluntariamente han llenado los interesados y luego ha habido este relevamiento con una expansión-extensión 
que abarca, naturalmente, a los lugares en donde están afincados los uruguayos, o sea, Cataluña, Valencia, Santa Cruz de 
Tenerife, las Palmas de Gran Canaria, Madrid, Palma de Mallorca, Galicia, Andalucía, Castilla y León, Navarra y el País Vasco. 


Esa documentación ya está en poder de las autoridades específicas de este tema y estamos tratando de llegar a un entendimiento 
que permita regularizar estas situaciones que aún están inconclusas y que son muy variadas. Como luego se explicará, hay 
situaciones de pedido de trabajo, de registro, etcétera, es decir que hay una serie de problemas de distinta naturaleza. 


Si el señor Presidente me lo permite, pasaría al segundo tema en cuestión, relativo a la invocación jurídica del asunto, que me 
parece importante porque, en definitiva, no hay mejor cosa para ganar un pleito que tener razón. Entonces, debemos señalar que 
en 1992 se suscribió un segundo convenio que tiene que ver con las relaciones de cooperación y amistad entre España y Uruguay. 


Ese convenio es el que, supuestamente, podría considerarse que habría sustituido al del año 1870. Quiero decir a los señores 
Senadores y al señor Presidente que la Cancillería nunca, frente al Gobierno de España, ha sostenido que el convenio de 1870 
esté derogado. Siempre ha invocado la compatibilidad de ambos convenios, basado en el derecho de los tratados, en la 
Convención de Viena, especialmente, en el artículo 30, parágrafo 3, que dispone que cuando todas las partes en el tratado anterior 
sean también partes en el tratado posterior -en este caso se trata de España y Uruguay- pero el tratado anterior no quede 
terminado -en el Tratado de 1992 no se dice que queda terminado el de 1870- ni su aplicación suspendida -tampoco allí se dice que 
su aplicación quedaba suspendida- conforme al artículo 59, el tratado anterior se aplicará únicamente en la medida en que sus 
disposiciones sean compatibles con las del tratado posterior. 


Si uno lee el artículo 8 -que yo he vuelto a analizar esta tarde; a mí me gusta repasar y, por eso, como anoche no había repasado lo 
relativo a Haití, me era difícil comparecer para hablar de ese tema- del Tratado de Paz y Amistad de 1870 y el artículo 14 del 
Tratado de 1992, uno realmente encuentra -en una simple lectura, sin una lectura prejuiciada y predeterminada por una situación 
actual como la que estamos viviendo- que son compatibles: tratan del mismo objeto y no son inconciliables. El primero, el Tratado 
de 1870 refiere a oficios, profesiones, posesión, compra y venta mayor o menor de toda especie de bienes y propiedades, muebles 
e inmuebles, etcétera. El segundo habla de actividades lucrativas, laborales o profesionales, por cuenta propia o ajena. No hay 
incompatibilidad y no participan de filosofías distintas. Eso es lo que, a mi juicio, explica que en el relevamiento de Jurisprudencia 
que hemos hecho, que llega hasta una reciente sentencia, el 13 de abril de 2004 -es del Juzgado en lo Contencioso de Segovia y 
está apelada ante el Tribunal Superior de Castilla y Aragón- no hayamos encontrado ninguna sentencia judicial. Se basa en la 
sentencia del Supremo y tiene varios puntos muy importantes, por lo que es interesante para los que tienen el vicio del Derecho, y 
aún para los que no lo tienen, porque el Derecho es, en definitiva, la referencia de cualquier actividad legislativa. A fin de poner un 
orden, podemos decir que la sentencia reconoce la vigencia del Tratado de 1870. Es decir que toma como base de análisis ese 
Tratado. Además, tiene una cosa muy importante: reconoce la armonización del Tratado de 1870 con el Derecho Comunitario, 
porque entiende y fundamenta en el artículo 234 del Tratado de la Comunidad Económica Europea, que establece que las 
disposiciones del Tratado no afectarán a los derechos y obligaciones que resulten de convenios celebrados con anterioridad a la 
entrada en vigor del Tratado entre uno o varios Estados. 


El Tratado de 1870 es anterior, por lo que este reconocimiento hecho por el Supremo Tribunal me parece extremadamente 
importante. 


Cuando conversé por primera vez con doña Ana Palacios, esta sentencia todavía no había salido. Tenía en mi poder cuatro fallos 
que había tomado del Anuario Español de Derecho Internacional -tengo buenos amigos en ese país que pertenecen al área 
jurídica, particularmente en las ciudades de Madrid, Alicante y Segovia- pero ninguno era como éste. Concretamente, este fallo 
salió en el mes de abril, poco antes de mi viaje a España. Tan es así, que me lo comunicaron el 18 de mayo. Por lo tanto, cuando 
hablé con Moratinos todavía no tenía dicho fallo en mi poder; aunque sabía que existía uno, no había tenido ocasión de leerlo, y 
como no me gusta hablar de lo que no sé, en la conversación mantenida no invoqué específicamente esta decisión. 


Siempre he entendido -y así se lo señalé hace poco al señor Presidente de la Comisión- que lo primero que tenemos que resolver, 
mediante un acuerdo, es el tema de los uruguayos en España. Ese es el punto. Ese país se apresta a una modificación de su 
legislación migratoria; por lo tanto, creo que nuestra actitud frente a un nuevo Gobierno debe ser la de continuar trabajando, seguir 


acordando y buscando una solución que dé seguridades y garantías a quienes han ingresado y ahora están en España. Lo que no 
podemos hacer, y no lo vamos a hacer -lo digo de manera responsable- es auspiciar la entrada irregular a ese país. El Presidente 
Rodríguez Zapatero ha hablado de una migración ordenada. Reitero que no lo ha dicho pensando en nosotros, pero las 
excepciones siempre provocan extraordinarias reacciones. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


Para concluir, quiero decir que es la Jurisprudencia la que se ha encargado de relevar la vigencia del Tratado de 1870, no el 
Gobierno de España. El Canciller Moratinos, de modo simpático y expresivo, señalaba en aquella reunión que no nos centraríamos 
en esta cuestión y que trataríamos de resolver los problemas. Repito que no he forzado un pronunciamiento de España sobre la 
vigencia del Tratado porque es un asunto sobre el que está discurriendo la Jurisprudencia, con el resultado indicado. 


A diferencia del Gobierno anterior, la actual Administración ha demostrado algo que yo consideré que debía capitalizar de una 
manera progresiva pues, como era mi primera reunión con el Canciller Moratinos, no habría sido prudente ir más lejos. El Gobierno 
anterior resistía la vigencia del Tratado de 1870, pero la Jurisprudencia sí lo recogía. 


En definitiva, y para sintetizar un poco este cuadro, ¿cuál es la situación? A nivel de Gobierno se debe hacer todo lo posible para 
conseguir, con la participación de las autoridades laborales y migratorias, un acuerdo administrativo con España -obsérvese que 
digo "acuerdo administrativo"- que habilite la regularización de los indocumentados o de quienes están en una situación irregular en 
ese país. Ese es el primer objetivo. El segundo consiste en no resignar en ese acuerdo la vigencia del Tratado del año 70. Creo que 
el acuerdo no debería decir nada sobre su vigencia, porque este es un tema que ha caído en el ámbito jurisprudencial y -como 
señalaba con mucho acierto el señor Senador Gargano- si desde el Supremo Tribunal se produce una corriente jurisprudencial 
significativa y consistente reconociendo la vigencia del Tratado del año 70, estarán dadas las condiciones para que en los plazos 
que esto insuma -porque no será algo inmediato- el Uruguay pueda eventualmente estar en condiciones de negociar un Tratado 
con España que recoja los principios de la nueva política migratoria, es decir, los nuevos conceptos que hay respecto del arraigo y 
del mercado laboral, combinando lo que son las necesidades del mercado laboral con esa suerte de protección del mercado 
doméstico que se estableció en la legislación de Aznar al dar prioridad a la lista de los ocupados domésticos por encima de los 
extranjeros. 


Este es un asunto de interés. Quizás no sea un tema de explicación fácil a nivel colectivo y general, porque tiene algunos matices o 
modulaciones que requieren una consulta a los textos y conocimiento de la jurisprudencia, pero marcan definitivamente una 
manera de mirar el problema que le da al Uruguay el asiento de una jurisprudencia sostenida, que es un argumento realmente muy 
fuerte que creo ha estado determinando en buena medida la posición de España. 


Por último, me quiero referir a algo que mencionó al pasar el señor Senador Gargano: el tema de algunos nacionales de otros 
Estados que tienen un trato preferente o privilegiado. Esto tiene que ver con Tratados más recientes, posteriores a la Comunidad 
Europea y al Tratado de Roma, en los que se les ha dado algún tipo de tratamiento preferencial. Nosotros hemos invocado la 
cláusula "nación más favorecida" que está incluida en el Tratado del año 70. Quiere decir que España sabe que nosotros también 
estamos reclamando el mismo tratamiento que le dispensa a Perú y a Chile en sendos Tratados de la década de los años 50. Esto 
en cuanto al cuadro de situación. 


Me gustaría ahora, si el señor Presidente lo habilita, que el doctor Bastón pudiera suministrar algunos datos concretos que hemos 
relevado de cifras de personas involucradas, para poder tener una dimensión más aproximada del tema. 


SEÑOR BASTON.- La idea es proveer a la Comisión de algunas informaciones generales y particulares cuya fuente es, en casi 
todos los casos, el Instituto Nacional de Estadística de España. 


El crecimiento del fenómeno de la inmigración en general en España es un hecho notorio. De representar el 4.7 de la población 
española en el 2002, este fenómeno alcanza el 6.3 en el año 2003. Si tomáramos como referencia el año 1997 -para tomar un 
punto de partida- la "tasa de extranjería" -entre comillas- llegaba al 2.6. Quiere decir que la evolución es notoria con carácter 
general, al punto que en el año 2003 existen en España un total de 2:672.596 extranjeros residentes allí en forma permanente. Con 
todo, la tasa de extranjería de España no es la más importante en Europa. Por ejemplo, en Alemania esa cifra alcanza el 8.9%, en 
Bélgica el 8,2%, en Suiza el 19.9% y, saliendo de la región Europea, en Estados Unidos, el 11.5%. 


La francesa es algo menor que la española, pero hay una legislación bastante vigorosa que facilita la adquisición de la nacionalidad 
francesa. 


Del total de inmigrantes empadronados en el año 2003, que eran más de 2.600.000 -son también datos oficiales- cerca de 
1.600.000 tenían residencia en vigor, es decir, habían accedido a la documentación, al visado de residencia; el resto, 
aproximadamente 1.000.000, serían los extranjeros en general que se encontraban en situación de indocumentados. Ese es el 
marco de referencia en el que tenemos que ubicar el contingente de uruguayos. 


Me gustaría ahora proporcionar alguna información vinculada con la situación de los uruguayos residentes en España. 


Los uruguayos en situación legal en España eran, al año 2003, 8.852; en el año 2002, eran 5.995 y en el año 2001, 4.754. Como 
podemos inferir de estas cifras, la situación de legalidad se ha incrementado en una forma importante en los últimos dos años en 
España. Por otro lado, al año 2003 accedieron a la nacionalidad española unos 5.000 residentes uruguayos. 


Aclaro que todas estas cifras han sido provistas, además del Instituto Nacional de Estadística, por la delegación del Ministerio del 
Interior encargada del área de extranjería antes de la reformulación organizativa que se produjo una vez ocurrido el advenimiento 
del nuevo Gobierno del señor Rodríguez Zapatero. Actualmente la competencia en esta materia pasó del Ministerio del Interior al 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. 


En consecuencia, para ir al punto en cuestión, el número de residentes indocumentados es muy difícil de cuantificar en términos 
precisos. No obstante, podemos manejar algunas cifras tentativas, teniendo presente estas otras situaciones de los ciudadanos que 
han accedido a la legalidad y de aquellos a quienes podemos denominar "oriundos", que son aquellos que por sus antecedentes 
familiares han podido acceder a la nacionalidad española. 


Toda esta información se manejó en ocasión de los contactos y negociaciones celebrados a nivel del Ministerio del Interior y del 
Ministerio de Asuntos Exteriores español y luego, en la segunda misión, con autoridades de la Cancillería española y del Ministerio 
de Trabajo y Asuntos Sociales. Allí, en la segunda oportunidad, cuando tuvimos ocasión de entregar el resultado de este 
relevamiento, que se hizo en función de un formulario que fue distribuido con la colaboración de las asociaciones de uruguayos, 
tratamos de alcanzar alguna propuesta o plan de trabajo que pudiéramos seguir recorriendo sucesivamente en las próximas 
oportunidades en que se hiciera el seguimiento del caso. En esa ocasión, la actual responsable del Area de Inmigración y 
Extranjería de la Secretaría de Estado de Inmigración en el área del Ministerio de Trabajo tomó nota de estas consideraciones en 
las que nosotros, una vez más, invocábamos la aplicación del Tratado de 1870, la posibilidad de reconocer la situación de trabajo y 
residencia permanente de los ciudadanos y el acogimiento pacífico de estas realidades por parte de la sociedad española, que de 
alguna manera les está dando un trabajo y la oportunidad de participar en la vida social de España de una forma normal y 
civilizada. 


En consecuencia, la idea es regularizar esas situaciones definitivamente, teniendo presente el punto original de referencia legal, 
que es el Tratado de 1870, y la situación originada a partir de la vigencia de la Ley de Extranjería, asumiendo, por otra parte, que la 
tesis jurídica que se maneja en la sentencia es que se reconoce el derecho del ciudadano uruguayo residente en España a ejercer 
su trabajo, su profesión, sus artes y sus oficios, y al mismo tiempo, la misma sentencia, en invocación del Tratado de 1870, 
establece que para regular el ejercicio de ese derecho hay que aplicar la legislación del país. Nosotros pensamos que las dos 
cosas son compatibles, partiendo de la base del marco de referencia legal, que es el Tratado de 1870, y naturalmente permitiendo 
a esos ciudadanos uruguayos que puedan solicitar válidamente los permisos de residencia y de trabajo, y que las autoridades 
administrativas en tiempo y forma puedan conceder esos permisos administrativos. 


Sobre esta base es que hemos venido trabajando; hay una muestra representativa de unos 4.400 casos en los que hemos relevado 
un conjunto de situaciones en todo el territorio español, lo que se ha hecho -insisto- con el concurso voluntario de las asociaciones 
de uruguayos que han participado y gracias a las cuales -sumado a la activa participación de nuestra Cónsul General en Madrid- ha 
sido posible llegar a este resultado. Sobre los datos proporcionados por este relevamiento se está trabajando por parte de las 
autoridades españolas que nos han informado en los últimos días que, a partir del documento que el señor Ministro Opertti entregó 
al señor Ministro Moratinos y del resultado de estas negociaciones, se está generando una instancia de coordinación al nivel de 
Gobierno entre todos los Ministerios y organismos públicos involucrados, de modo tal de poder alcanzar bases acordadas con el 
Gobierno uruguayo para establecer un convenio de carácter administrativo que torne aplicables las reglas de juego para estas 
situaciones ya existentes en España. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Cuál se estima sería el número de estas situaciones? 


SEÑOR BASTON.- La estimación que hacen las autoridades españolas, sacando los casos que ya están en situación legal, los que 
han accedido a la ciudadanía, los que están en trámite y los que tienen permiso de trabajo otorgado en el último año, es que 
alcanzan a alrededor de 10.000 o 12.000 casos, pero esta es una cifra que tomamos con toda la prudencia del caso. 


SEÑOR MINISTRO.- Se nos dijo que serían no menos de 8.000 y no más de 10.000 situaciones; pero -el señor Senador Gargano 
que conoce España mucho mejor que yo lo sabrá- a veces situar estos datos aritméticamente con toda precisión es difícil porque 
se da, no solamente el fenómeno de la dispersión geográfica, sino también una cierta reticencia a cualquier tipo de contacto oficial. 


SEÑOR BASTON.- Me gustaría aportar alguna información complementaria con respecto a la aplicación de la Ley de Extranjería y 
a sus resultados en lo que refiere a la situación de los uruguayos indocumentados. 


Uno de los riesgos que advertíamos con relación a la negociación es que en el transcurso de la misma la Ley de Extranjería 
mantenía su vigencia y, en consecuencia, su aplicación por parte de las autoridades -concretamente por el Ministerio del Interior y 
por las Delegaciones Regionales del mismo- podía determinar que, mientras alcanzábamos un acuerdo, igualmente las expulsiones 
y las inadmisiones seguirían ocurriendo por cuanto la ley está vigente y las autoridades tienen la obligación de aplicarla. Dejando 
de lado este debate jurídico-jurisdiccional que tenemos sobre la aplicabilidad a las situaciones de los uruguayos del Tratado de 
1870, lo cierto es que, necesariamente, ello siguió ocurriendo. De todos modos recibimos por parte de las autoridades 
administrativas -en ese entonces del Ministerio del Interior- no la seguridad pero sí la tesitura favorable a evitar en lo posible que se 
produjeran expulsiones durante el período de la negociación. Podemos señalar que esto fue aplicado salvo algunas excepciones 
que tuvieron lugar, concretamente, en el territorio de las Islas Canarias, donde la Delegación del Ministerio del Interior -tanto en el 
Gobierno anterior como lamentablemente también en el actual- continúa teniendo cierta autonomía operativa y aplicando en forma 
bastante rigurosa la Ley de Extranjería. Me parecía importante señalar este dato. 


Me gustaría aportar información también acerca del número de casos de repatriados uruguayos residentes en España que se 
produjeron en el 2003. Sobre un total de 93.000 repatriados de todas las nacionalidades por aplicación de la Ley de Extranjería, 
100 correspondieron a uruguayos que formaron parte de este contingente de personas expulsadas de España, siempre hablando 
de datos aproximados, porque no contamos con la cifra precisa. 


En el caso de las personas inadmitidas -es decir, las que llegan a un punto de frontera del Estado español pretendiendo ingresar al 
mismo y no es aceptada esa voluntad- y teniendo presente la cantidad de ingresos uruguayos en España y la situación de 
inadmisión en un punto de frontera, normalmente, el Aeropuerto de Barajas, podemos decir que en el año 2002 ingresaron a ese 
país 13.340 ciudadanos uruguayos, algunos con la voluntad de residir y otros de paso. De esa cifra, como contrapartida, tenemos 
25 inadmisiones, es decir, ciudadanos uruguayos que llegaron a un punto de frontera y que fueron rechazados en aplicación de la 
Ley de Extranjería. Estas personas no pudieron demostrar el cumplimiento de los requisitos exigidos o por alguna razón no le fue 
habilitado el ingreso al territorio español. 


En el año 2003 ingresaron a España un total de 25.828 ciudadanos uruguayos, siendo inadmitidas 81 personas. Entonces, 
evidentemente aquí lo que se puede constatar fácilmente es que hubo un notorio endurecimiento en materia de aplicación de la Ley 


de Extranjería. Y, a partir del año 2004 esto fue bastante más severo por cuanto han entrado en vigor una serie de modificaciones. 


Me gustaría informar que además de las modificaciones legales que se han sostenido por parte del nuevo gobierno -que existen en 
trámite o, por lo menos, que se estarían consensuando a nivel del gobierno- la Administración del señor Rodríguez Zapatero ha 
anunciado también su voluntad de reglamentar la Ley de Extranjería, tarea que había iniciado el gobierno anterior pero que no pudo 
culminar. En esa reglamentación también es posible -y así nos fue solicitado- incorporar algunos insumos por parte de las 
autoridades diplomáticas de Uruguay -fundamentalmente, las que están establecidas en España- que de algún modo faciliten la 
incorporación a la documentación de los uruguayos actualmente indocumentados. Digo esto porque si el concepto de arraigo 
vinculado con la relación laboral que mantengan puede ser un punto de partida, seguramente este concepto podría incorporarse y, 
de ese modo, a futuro podría terminar con esa situación. Sin perjuicio de lo cual la idea es acordar un instrumento que permita 
regularizar el contingente actual de los uruguayos residentes en España. Aporto también esta información porque es una de las 
tareas que tiene pendiente la actual Administración. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que todos tenemos una idea del panorama en el cual estamos colocados. Hay un elemento que también 
me parece importante destacar. Nosotros debemos corresponder a esta buena disposición de España para llegar a una solución de 
este tema, con una conducta responsable de nuestra parte y buena fe. Se trata de facilitar una información pública de estos temas 
que muestre que para ingresar a España y residir allí, se requieren determinados requisitos conformes a la ley española, pues no 
se trata simplemente de que la igualdad de derechos entre uruguayos y españoles elimine la legislación migratoria. Digo esto 
porque los Tratados preservan y la ley migratoria por definición es una ley territorial, para el gobierno anterior, para el presente o 
para el de cualquier Estado en el mundo. Por lo tanto, el principio general establecido en el Tratado de 1870, en su artículo 8%, hay 
que compatibilizarlo con la legislación nacional española como habría que hacerlo a la inversa con la legislación nacional uruguaya. 


En consecuencia, esto es muy importante para no dar señales equívocas a los interesados o personas que en determinadas 
circunstancias puedan sentir que su situación es la de ir con ánimo de permanecer y sin elementos que aseguren el retorno como, 
por ejemplo, pasaje de ida y vuelta o cantidad de dinero suficiente como para mantenerse por sus propios medios. Creo que 
estamos hablando de treinta euros por día. 


Todas estas son limitaciones que el Consulado de España ha planteado públicamente en algunos comunicados y, naturalmente, 
estamos en contacto con la Embajada de España en Uruguay. De todos modos, se nos hace que nosotros, como responsables 
políticos -hablo en términos generales porque cada uno lo es en el ámbito de sus competencias- ante el encuadre de esta 
negociación internacional, tendríamos la responsabilidad de actuar muy prudentemente y de buena fe para encontrar una 
compatibilidad -como expresaba el doctor Bastón- entre conceptos que para nosotros son muy válidos, como el del arraigo laboral y 
su inclusión en la próxima legislación migratoria española. 


He encontrado por parte del Canciller Moratinos una comprensión muy concreta sobre este tema; es más, hemos mantenido un 
diálogo de cuatro horas -para decirlo en términos temporales- incluyendo la conferencia de prensa, en la cual públicamente le 
expresara en Madrid, la misma voluntad de acuerdo. 


Entonces parece que ahí hay un punto de equilibrio en el que responsablemente debemos tener en cuenta que estamos tratando 
de resolver una cuestión; que estamos tratando de hacerlo mediante un acuerdo y que, en este último, tenemos que tomar en 
cuenta que existen legislaciones nacionales migratorias. 


SEÑOR COURIEL.- Muy brevemente deseo plantear algunas preguntas para poder entender el fenómeno. 


En primer lugar quisiera saber si ustedes sienten que hay un cambio de actitud respecto a Uruguay, al cambiar el Gobierno. Por un 
lado, interpreté que el gobierno anterior no aceptaba la vigencia del Tratado de 1870. No sé si en ese aspecto se ha producido o no 
algún cambio. Básicamente me gustaría saber, reitero, si se percibe un cambio de actitud respecto a la situación de los uruguayos 
indocumentados. 


La segunda pregunta apunta a lo siguiente. Ustedes plantean que se van a producir modificaciones respecto a la ley de extranjería, 
e incluso se habla sobre la posibilidad de una nueva reglamentación de dicha ley. Si observamos desde lejos podemos ver que los 
uruguayos son apenas algo así como el cinco por mil del total de extranjeros que viven en España y, dentro de los indocumentados, 
representan el 1%. 


Entonces la Ley de Extranjería y cualquier reglamentación se supone que va a ser para el conjunto de los extranjeros. Por lo tanto, 
el acuerdo administrativo a que Uruguay pueda llegar con España, seguramente tendría que ser mucho más importante que 
cualquier modificación de la ley de extranjería 


En definitiva, para poder entender el tema, me gustaría saber cuales son los elementos que traban ese acuerdo administrativo e 
impiden concretarlo y dónde están las dificultades por parte de España para resolver esta problemática de los uruguayos 
indocumentados que están en ese país. Digo esto porque de toda la exposición que realizaron, tanto el señor Ministro, como el 
doctor Bastón, por lo menos a mí no me quedó claro dónde están los puntos neurálgicos que hacen que ya no se haya concretado 
este Acuerdo con el Gobierno de España. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto al señor Ministro si prefiere contestar ahora las interrogantes que se acaban de plantear o 
esperar a que quien habla haga su intervención. 


SEÑOR MINISTRO..- Preferiría que primero haga uso de la palabra el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias, señor Ministro. Creo que es lo mejor a los efectos de ir luego a los puntos centrales, medulares 
del tema. 


Sabe el señor Ministro el respeto que tengo hacia su persona y, además, hacia los funcionarios que se desempeñan en la 
Cancillería; también sabrá del cariño que tengo por los ciudadanos españoles que me acogieron durante un exilio de casi nueve 
años, así como de la cantidad de amigos que tengo allí en todos los círculos. Reitero que fuimos muy bien tratados por la 
ciudadanía española, con las excepciones que siempre hay en cualquier país, incluido el nuestro. 


Ahora bien, lo cierto es que aquí hay dos fenómenos involucrados. Uno de ellos, una situación general que opera en toda Europa: 
el aumento importante de la migración hacia Europa de gente que venía de los países subdesarrollados del norte de Africa y de 
Africa meridional y del Este europeo, a la luz de la globalización de las imágenes y del aumento muy importante que hubo después 
de la Segunda Guerra Mundial de la migración. Recuérdese que mucha de la industrialización se hizo con lo que los alemanes 
llamaban "trabajadores invitados", de ahí esa magnitud enorme de ciudadanos turcos y kurdos que hay en Alemania. Eso ha 
determinado que ahora, en una etapa de crisis que se vive en forma muy intensa, desde el punto de vista económico, en el norte de 
Africa la gente tienda a ingresar por la vía que puede. Aquí el tema no es la ley, sino cómo entrar. Por ello, la tragedia de que 
mueran en las "pateras" centenares de personas por año; estamos hablando de una tragedia brutal. 


Ahora bien, considero que la reacción que el gobierno anterior de España ha tenido frente a este fenómeno -lo digo con todo 
respeto también- ha sido errónea, equivocada y, sobre todo en lo que dice relación con nuestros connacionales, violatoria de los 
acuerdos internacionales que tenemos con ese país. Mencionaría no sólo el hecho de no dejar entrar a ese país, sino también las 
garantías que se piden. El señor Ministro y el señor Bastón nos hablaban de las personas que han mandado de regreso, pero 
muchas han entrado teniendo que poner dinero, garantías en euros o en dólares, puesto que de otro modo no pueden ingresar, lo 
cual constituye un elemento, digamos, absolutamente rechazable desde el punto de vista de la legislación nuestra y de la 
internacional. Me refiero a exigir garantías monetarias. Tengo ejemplos de que este fenómeno operó, además, como contagio. Hace 
una semana el tema era en torno a tres uruguayos que estaban parados en Lisboa, porque ya allí les exigían el dinero para 
ingresar a España. Digo esto para que se tenga una idea. 


Es una de esas llamadas que uno recibe por teléfono a la una de la madrugada y le piden ayuda para ver cómo se puede solventar 
la situación. 


Por otra parte me alegra saber que el Presidente del gobierno español, el Ministro de Asuntos Exteriores y también el Ministro del 
Interior -que supongo algo tiene que ver con el tema- están dispuestos a modificar la famosa Ley de Extranjería, ya que hay 
disposiciones que -me atrevo a calificarlas- son de un carácter absolutamente antidemocrático, para decir lo menos, como por 
ejemplo exigir a las compañías aéreas que informen de los pasajes de regreso no utilizados por los ciudadanos que ingresan a 
España, bajo penas de sanción a las que no lo hagan. Creo que el calificativo de menor rango que se puede aplicar a esto es el de 
antidemocrático, porque la que se lleva adelante es prácticamente una indagatoria de tipo totalitario. 


Entonces, lo que quisiera que quedara muy en claro es que nuestra preocupación radica en que no tenemos la certeza de cuándo 
puede detenerse el flujo migratorio, aunque quisiera que se detuviera ya. 


SEÑOR MINISTRO.- Ya comenzó a detenerse. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Detenerse ya significaría que no hubiera personas que fueran -como yo he visto incluso estos días- a 
reclamar el visado o a sacar el pasaje para emigrar. Quiero aclarar que no se trata de una opinión política. Creo que el flujo 
migratorio no se ha detenido, por más que hoy pueda no tener la intensidad que tenía en el 2003, pero lo cierto es que sigue y lo 
podríamos certificar. Una demógrafa, profesora de la Facultad de Ciencias Sociales que tabuló los egresos e ingresos solamente 
por el Aeropuerto de Carrasco en los años 2000, 2001, 2002 y 2003, llegó a tener una cifra de egresos netos de 87.500 personas 
que no han retornado. Teniendo en cuenta que este es un país con tres millones de habitantes, el hecho de que se haya dado esa 
situación en estos cuatro años constituye un indicador muy fuerte, brutal y terrible. Estamos de acuerdo en que debemos procurar 
que la ley o el tratado vigente se aplique a los que están allí ahora, pero también a los que tengan que ir en el futuro. Se plantea 
una situación muy clara que el señor Ministro y sus asesores deben tener presente: la mayoría -o una gran mayoría- de nuestros 
emigrantes se van solos a hacer la base desde la cual puedan después tratar de reunir al núcleo familiar. El 80% de los que 
emigran lo hacen con esa idea. Es decir que se trata no solo de regularizar la situación de los que están, sino también de conseguir 
que la normativa que se esté planteando se aplique a todo uruguayo que en el futuro necesite viajar, sea por la razón que sea, y 
residir -aunque sea temporalmente- en España. Yo no tengo la seguridad de cuánto tiempo llevará descomprimir el éxodo y ojalá la 
situación en el Uruguay mejore e incluso las personas que emigraron puedan regresar, si así lo desean. 


Ahora bien, ya sé que las situaciones son distintas, pero luego de que se logra una estabilidad en el lugar de destino de más de 
tres, cuatro o cinco años y se conforman nuevas familias o se resuelven los problemas de vivienda, de educación y demás para los 
hijos, es muy difícil desarmarlo todo y volver al país a buscar la posibilidad de insertarse nuevamente. 


Creo -y quiero que se me diga si estoy equivocado- que la Cancillería pone el énfasis en la regularización de los que actualmente 
residen en España. A mí me interesaría -lo digo con mucha claridad- que la Cancillería no aceptara en la negociación ningún 
elemento que en el futuro sirva de instrumento al Gobierno del Reino de España para impedir el ingreso de uruguayos que deseen 
emigrar a dicho país. 


(Intervención del señor Ministro que no se oye) 


- Ya tenemos una ley especial, que es el Tratado de 1870 que se sujeta a la legislación de ambos Estados y que además cuenta 
con el respaldo -tal como lo indicó el señor Ministro- de la legislación internacional; incluso, fue sancionado por el Reino de España 
en conjunto con la Unión Europea. De manera que base jurídica para sostener lo que estoy expresando, hay más que suficiente. 


Quiero aclarar que yo no me pongo exigente, sino que es en este plano y resolviendo esta situación que efectivamente se puede 
contribuir a que el propio país pueda ir solucionando sus problemas, dejando de vivir en la permanente tensión en la que se 
encuentra. 


Hoy en día -no sé si el señor Ministro lo ha visto en la televisión- en el Uruguay tenemos grupos de abuelas organizadas para 
mantener conexión con los que se han ido; se trata de gente que se ha organizado bajo estructuras no gubernamentales a efectos 
de atender la situación de los familiares emigrantes. 


Diría que no sé si se distingue bien entre lo que es un acuerdo administrativo y un protocolo. Si hay algo que se entiende que 
debería hacerse, personalmente preferiría que se hiciese desde el punto de vista de un protocolo que requiriera la atención del 
Poder Legislativo. Digo esto, porque yo tengo la mejor disposición para conversar, tanto con los ciudadanos como con los 


gobernantes españoles, pero mi preocupación fundamental es defender el derecho de los uruguayos que viven una situación muy 
especial. 


SEÑOR PEREYRA.- Quiero dejar constancia de la importancia de esta sesión, así como de la enorme significación social que tiene 
este tema, sin perjuicio de las derivaciones políticas a las que se ha referido, fundamentalmente, el señor Ministro. Me interesan 
mucho las respuestas que va a dar a las interrogantes planteadas, las que leeré en la versión taquigráfica en virtud de que debo 
retirarme por un compromiso que he asumido para esta hora. 


Agradezco al señor Ministro y a sus asesores por la información brindada. 
SEÑOR MINISTRO..- Brevemente procederé a responder por su orden las preguntas que se me han planteado. 


El señor Senador Couriel formuló tres interrogantes. La primera de ellas es si hay una actitud distinta del actual Gobierno con 
respecto al Gobierno anterior en lo que refiere al Tratado de 1870. 


Quiero decir que la Cancillería, los Servicios Jurídicos de Relaciones Exteriores del Gobierno español, a través de las 
comunicaciones que hemos tenido aquí y allá, no indican ningún cambio de posición. O sea que las Cancillerías sostienen la 
aplicación de la Ley de Extranjería, y en tal sentido hay algunos dictámenes y opiniones. No hay diferencia. Donde ha habido una 
corriente fuerte, consistente e importante es en materia jurisprudencial - judicial, pero no a nivel de la Cancillería. 


La pregunta encierra también una suerte de calificación subjetiva, porque al hablar de "actitud" creo que el señor Senador Couriel 
sugiere saber si hay una sintonía o una onda distinta. Yo no sería totalmente leal conmigo mismo si no dijera que encontré la misma 
onda positiva en doña Ana Palacios que en el Canciller Moratinos. 


La segunda pregunta refiere al acuerdo administrativo -creo que más que una interrogante es un concepto o una apreciación- que 
me parece que tiene que ser más profundo que la reglamentación de la ley. Aquí hay que tomar en cuenta algo que es muy 
importante. El artículo 8% del Tratado de 18 de julio de 1870 dice algo que me parece muy elocuente en cuanto a los límites dentro 
de los cuales nos movemos. No estamos a fojas cero, sino que tenemos un recorrido normativo existente, que dice que los 
españoles en la República Oriental del Uruguay y los ciudadanos de la República en España podrán ejercer sus oficios y 
profesiones, poseer, comprar o vender, por mayor y menor, toda especie de bienes, propiedades muebles e inmuebles, extraer del 
país sus valores integramente, disponer de ellos en vida o muerte, y suceder en los mismos por testamento o "ab intestato", todo 
con arreglo a las leyes del país, en los mismos términos y bajo iguales condiciones y adeudos que usan o usaren los de la nación 
más favorecida. La ley migratoria es, por definición, una ley penal territorial; eso es así en el Derecho Comparado universal. 


Por lo tanto, la posibilidad de ir hacia un acuerdo administrativo que nos preserve de una reglamentación de la ley actual que 
pudiera poner en crisis nuestras expectativas, puede estar vinculada con lo siguiente: por un lado, conque el Gobierno español está 
reconociendo conceptos migratorios nuevos, como el del arraigo laboral, que no figuraba en la ley anterior; por otro, que este 
Gobierno se está encontrando con fallos de rango jurisprudencial alto, sostenidos en el tiempo, que indican que el Tratado de 1870 
está en vigencia. De manera que el acuerdo administrativo puede tener de incisivo o de específico, por decirlo de otro modo, el 
reconocimiento por parte de España de que su Tratado de 1870 con Uruguay está siendo recogido por sus Tribunales como una 
norma vigente. Por lo tanto, Uruguay no va a resignar en ese Acuerdo ninguno de aquellos derechos que le daba el Tratado de 
1870. Incluso, creo que esto está planteado claramente como un límite de carácter internacional vinculante respecto a la legislación 
doméstica. Esta última tampoco podría desconocer los compromisos internacionales, tal como lo establece la Convención de Viena 
en cuanto a los derechos de los tratados. 


SEÑOR COURIEL.- Entiendo perfectamente que no pueda haber ningún acuerdo que sobrepase las leyes nacionales 
correspondientes, pero estaba diferenciando lo siguiente. Una ley española atiende al conjunto de los extranjeros, y un acuerdo 
administrativo atiende específicamente a los uruguayos. Creo que de ninguna manera ese acuerdo administrativo puede estar por 
encima de la ley. 


Sin embargo, según tengo entendido, los chilenos y los peruanos tienen dentro de la ley un tratamiento preferencial con respecto a 
los uruguayos, aunque no sé en qué consiste porque no lo conozco. Por eso pensé en la posibilidad de que el acuerdo 
administrativo pudiera atender esta situación. 


SEÑOR MINISTRO.- Hay un convenio entre España y Chile sobre doble nacionalidad firmado el 24 de mayo de 1958 y que está en 
vigor desde el mes de octubre de ese año, que otorga ese concepto un poco más amplio. Y existe otro convenio entre España y 
Perú del año 1959. Estos convenios son los que llamé "del cincuenta" y aclaro que esta es la única mención sobre ellos que en 
estas horas -sobre todo en estas últimas horas- se puede hacer. 


Nos queda por abordar la tercera pregunta, es decir, cuáles son los puntos específicos que estaban en el acuerdo administrativo. 
En realidad, los puntos específicos pueden ser varios, pues en esto no tengo la visión española, sino la nuestra. Mi cartabón es 
defender una norma bilateral que está allí y que es reconocida por la jurisprudencia. Si esta disciplina hubiera mantenido una 
posición opuesta, la cosa habría resultado bastante más difícil. Como base de sustentación tenemos, entonces, los criterios 
jurisprudenciales. 


Por otro lado, existe buena disposición. Pues, entonces, usémosla, capitalicémosla y busquemos la forma de remover cualquier 
obstáculo de tipo administrativo que pudiera surgir. 


Ahora bien, sobre los elementos que podrían ser una traba -analizados de mayor a menor- diría que las soluciones a medida, los 
trajes a medida, por tratarse de un tema tan global, con las dimensiones que se han indicado aquí, podrían constituir elementos que 
despertaran una pretensión equivalente por parte de otras comunidades extranjeras en España. Esto es algo que ya se me ha 
señalado, tanto por parte del Gobierno anterior como del actual. Es un elemento cierto, que está allí. No hay que dar una señal que 
pueda ser entendida como que España está abriendo las fronteras de manera irrestricta a la inmigración irregular. 


Otro elemento que juega a nuestro favor es que un acuerdo administrativo -en el que no se resignen derechos aunque tampoco se 
realicen proclamas sobre la vigencia del Tratado- puede establecer ciertos criterios. Comprendo la preocupación del señor 
Presidente cuando, a propósito de este tipo de interrogantes, señalaba que no sea cosa que mediante esta negociación estemos 


auspiciando -aun sin quererlo- criterios que luego, desde el punto de vista legislativo, signifiquen una barrera a la emigración 
uruguaya a España. 


Hay algunos aspectos de esta negociación que pertenecen al dominio de lo que debemos y de lo que podemos hacer. 
Personalmente, habría preferido secuestrar la versión taquigráfica de esta sesión y mantenerla reservada, pues estamos en plena 
negociación. No sé cuánto de favorable para esa tarea puede tener la detallada explicación que hemos dado sobre nuestra 
argumentación. Pero es algo que dejo a criterio de los miembros de la Comisión. 


Reitero que debemos actuar de buena fe con la parte española. En ese sentido, como España se dispone a modificar esta 
legislación que ha sido calificada de muy dura y su Gobierno recién se está instalando -lleva pocas semanas en el poder- 
esperemos tener un poco más de información sobre dicha legislación. Me parece que es lo menos que podemos hacer. 


Por otro lado, hay un problema que ha sido levantado creo que con buen criterio y es la situación de los familiares. Debo decir que 
en los casos a contemplar, la hemos tomado en cuenta. Hoy no estoy en condiciones de entregar a esta Comisión las bases que 
brindé al Canciller Moratinos, pero sí puedo decir que entre las situaciones a ser amparadas hemos tomado en cuenta la de 
aquellos ciudadanos uruguayos de cuya relación familiar derive una manutención necesaria a su núcleo familiar. En consecuencia, 
se trata de un tema que habrá que analizar con cuidado. Nadie puede afirmar que tiene la llave para cerrar o impedir la corriente 
migratoria. 


Esto es parte de este mundo contemporáneo y globalizado, donde los mercados se miran no sólo desde el comercio sino también 
desde las personas. Ojalá la decisión de migrar no esté determinada por factores internos que la impongan, ya que muchas veces 
esto provoca -al ser impuesta por la circunstancia- que no se llenen los requisitos formales correspondientes. 


De todas maneras, quiero decir que la Cancillería viene trabajando en esto, estimo que responsablemente como creo que lo 
muestra la propia narración de los hechos, y seguirá en esa línea. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: sé que la Comisión está sin número en este momento como para adoptar 
resoluciones, pero creo que el planteo que hace el señor Ministro de Relaciones Exteriores es pertinente, dado que la Cancillería, el 
Gobierno uruguayo, está manteniendo una negociación con el Gobierno del Reino de España. Por tanto, quizás sea conveniente 
mantener la reserva. 


Pediría, si es posible, no ya que se elimine la versión taquigráfica, sino que -como dije- se mantenga la reserva de lo tratado en 
esta sesión para, justamente, cooperar con el Gobierno uruguayo en esa negociación que se está llevando adelante. Sé que este 
planteo lo hago en un momento en que la Comisión no tiene número para adoptar resolución, pero entiendo que es pertinente 
siguiendo la línea de razonamiento que ha hecho el señor Ministro. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero referirme al planteo realizado por el señor Senador Correa Freitas. El señor Senador tiene razón en 
cuanto a que no estamos en condiciones de resolver porque no tenemos número para hacerlo. Sin embargo -y lo digo a título 
personal- asumo el compromiso de no difundir las informaciones que el Poder Ejecutivo ha vertido aquí, pero naturalmente me 
reservo el derecho de decir qué es lo que he planteado porque es algo público, así como de trasladar los documentos que el señor 
Ministro nos ha proporcionado porque también son públicos. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que lo que el señor Presidente acaba de expresar es de absoluta lógica, pero eso conlleva también 
reconocer a la otra parte -en este caso el Poder Ejecutivo y, en particular, la Cancillería, que es la que ha tenido el peso de la 
negociación, aunque este tema tendría eventualmente otro pie en alguna otra Cartera- el derecho de rodear a su propia explicación 
de la discreción que considere necesaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es exactamente lo que he dicho. 


SEÑOR MINISTRO.- De acuerdo, pero quiero precisarlo más, porque dicho por el señor Presidente, las limitaciones que nosotros 
podemos tener adquieren el carácter de un reconocimiento responsable del Poder Legislativo y del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo voy a actuar como lo he dicho, porque ha sido mi norma, además: este es el tercer año que presido 
esta Comisión y debe ser el decimocuarto en que soy miembro de la misma, y he actuado siempre con el mismo criterio. No puedo 
decir que haya recibido el mismo tratamiento de parte de los Poderes Ejecutivos sucesivos, pero eso es harina de otro costal. De 
modo que vamos a actuar así. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 19 y 36 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


